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ASUNTO:
La Corporación se pronuncia en torno al conflicto de competencias suscitado entre los Juzgados Primero Penal del Circuito de Pereira y el Penal del Circuito de Dosquebradas, como consecuencia del impedimento manifestado por la señora Juez Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, para asumir el conocimiento como ad quem en la causa adelantada contra Luis Fernando Gaviria Correa por el delito de lesiones personales.
ANTECEDENTES:

Dentro de los lineamientos de la ley 600 de 2000, el señor Luis Fernando Gaviria Correa quien fue condenado como responsable del delito de lesiones personales culposas, solicitó al Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira levantar la inhabilidad impuesta para contratar con el Estado, por lo que en proveídos del 9 y 30 de agosto último, despachó en forma adversa la pretensión que ratificó al negar su reposición y concedió el recurso de apelación.
Asignado el asunto en segundo grado al Juez Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, su titular manifestó impedimento acorde con la regla 99 in fine, porque entre ella y quien fungiera como defensor existe vínculo de matrimonio, razón por la que ordenó su remisión al Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas
.

La titular de este último despacho judicial precisó que por efectos del factor territorial, no le era dable asumir el conocimiento del asunto y decidió devolverlo al juzgado remisorio
, cuya titular insistió en la causal de impedimento que le cobija para asumir el conocimiento del caso, por lo que dispuso su remisión al Penal del Circuito de Dosquebradas
.
En virtud de lo anterior y mediante auto del 6 de octubre último, la señora Juez Penal del Circuito de Dosquebradas expuso que no tiene competencia territorial para aprehender su conocimiento y remitió la actuación al reparto de los Juzgados Penales del Circuito de Pereira
, el que correspondió al primero de esta categoría y ciudad.
Luego, la señora Juez Primero Penal del Circuito adujo que si bien en esta ciudad existen seis Juzgados con categoría de penales de circuito, sólo el Quinto fue asignado para el conocimiento de causas antiguas tramitadas bajo la ley 600 de 2000 y que su despacho fue incorporado al Sistema Penal Acusatorio mediante Acuerdo 2630 de 2004 expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. En consecuencia y al no aceptar la competencia, resolvió remitir el expediente a esta Colegiatura para que decida lo pertinente.
CONSIDERACIONES:
Competencia:
La Sala se encuentra habilitada para decidir el conflicto que se presenta, en virtud de los factores objetivo, funcional y territorial determinantes de la competencia, y lo estipulado por el inciso  segundo del artículo 101 de la Ley 600 de 2000.
Problema jurídico:
Corresponde a esta Colegiatura dirimir la controversia entre las jueces penales del circuito de Pereira y Dosquebradas, originada en la incompetencia declarada por cada una de ellas, para determinar a cual se le asigna el conocimiento de esta causa.

SOLUCIÓN:
La acción penal contra el señor Gaviria Correa, se tramitó con la égida de la Ley 600 de 2000 hasta su culminación bajo el conocimiento del Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira, de suerte que en virtud de tal normativa instrumental debe dirimir la Sala la cuestión planteada.
Como se decía, en el curso de la ejecución de las sanciones infligidas al sentenciado, se otorgó el recurso de apelación contra decisión interlocutoria frente a la solicitud de extinción de una pena accesoria, ante lo cual correspondió al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, despacho judicial asignado para tramitar las antiguas causas, atendida la directriz impartida por el Consejo Superior de la Judicatura.
La titular de ese despacho encontró que le asistía causal de impedimento lo cual declaró, de tal manera que envió el asunto al Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, al considerar que en esta ciudad los demás despachos de igual categoría estaban asignados al Sistema Penal Acusatorio, pero la funcionaria de aquél juzgado advirtió falta de competencia por factor territorial y rehusó tramitar el recurso de apelación.

La señora Juez Primero Penal del Circuito de Pereira, arguye que se encuentra asignada al conocimiento de las actuaciones surtidas dentro de la Ley 906 de 2004 y que por tal razón sería el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas el competente.
Para zanjar el tema, debemos remitirnos a dos aspectos: el primero, la aplicabilidad de la ley 600 de 2000 y vigencia con prelación sobre la 906 de 2004, y como segunda situación, la inoponibilidad del Acuerdo 2630 de 2004 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, frente al factor de competencia territorial.
De entrada es necesario advertir que la ley 600 de 2000 no ha sido derogada ni ha perdido vigencia, como quiera que sigue aplicándose respecto de las conductas punibles ocurridas con antelación al 1º de enero de 2005 en el ámbito de competencia territorial de este Distrito Judicial conforme lo dispuso el artículo 530 de la Ley 906 de 2004. De suerte que para el caso concreto, la forma instrumental que debe regularlo corresponde a la contenida en la codificación inicialmente mencionada, porque bajo esta cuerda se llegó hasta la culminación del juicio con la sentencia de condena, razón por demás suficiente para que deban seguir observándose estas normas hasta el cumplimiento del fallo.
No puede perder de vista ningún operador judicial que la jurisdicción de la que está investido tiene origen en la Carta Política, en tanto que la competencia es un atributo que le otorga la ley, y de conformidad con las primarias reglas de la hermenéutica jurídica, esta última no se halla subordinada a un Acuerdo de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, cuya finalidad es organizar el área relacionada con las funciones internas y regular los trámites judiciales y administrativos
, pero no asuntos atinentes a las tareas en el ámbito de competencia de un juez. Por lo demás, el referido Acuerdo 2630 tampoco está prohibiendo que en casos excepcionales como éste, un funcionario que conozca de asuntos regulados por la Ley 906 de 2004 pueda asumir alguno o algunos de la ley 600 como ciertamente ocurre en diversas partes de la geografía nacional.
El factor objetivo de competencia territorial está determinado por el artículo 81 del C. de P. Penal –Ley 600 de 2000- y los circuitos han sido establecidos conforme con las reglas iniciales del Libro Segundo del Decreto 1265 de 1970 que incorporó la división territorial de los despachos judiciales en el País, esquema judicial que fue posteriormente modificado mediante el Acuerdo No. 087 del 9 de mayo de 1996 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.
Con fundamento en lo anterior, los jueces asignados al circuito de Pereira deben conocer de los asuntos cuyos hechos hayan ocurrido dentro de su territorio, porque así lo ha determinado la ley, y el Acuerdo del Consejo Superior de la Judicatura, expedido para efectos de organizar la tarea judicial con ocasión de la vigencia del sistema penal acusatorio no se opone a esta expresión soberana, ni ello implica que con fundamento en el mismo se hubiese despojado de jurisdicción y menos de competencia a los jueces escogidos para los nuevos juicios, frente a las acciones tramitadas con arreglo a la ley 600 de 2000.
Lo que no puede admitirse es la usurpación de la competencia territorial, porque sin duda alguna ello genera nulidad por ausencia del juez natural, tanto así que incluso y pese a la desconcentración en la etapa de investigación, el juicio debe siempre radicarse en la sede territorial que por regla general le ha asignado la ley, salvo las excepciones relativas al cambio de radicación.
De suerte que al corresponder por reparto este asunto a la señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira, será esta funcionaria quien tiene el deber legal de fungir como ad quem en este asunto, porque la competencia territorial es un atributo que no puede eludir el juez y en consecuencia se remitirá a su despacho este expediente para lo de su competencia.

Por último y advertido que durante el transcurso del conflicto aún no existe pronunciamiento respecto del impedimento manifestado por la señora Juez Quinto Penal del Circuito, éste se declarará fundado porque la causal invocada se ajusta a la norma que la sustenta.

DECISIÓN

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, 
RESUELVE:
Primero: Declarar fundado el impedimento manifestado por la señora Juez Quinta Penal del Circuito de Pereira, para conocer de este asunto.
Segundo: Dirimir el conflicto suscitado entre los Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas y Primero Penal del Circuito de Pereira, en el sentido de asignar el conocimiento de la causa adelantada contra Luis Fernando Gaviria Correa al último despacho judicial indicado.
Comuníquese esta determinación a los Juzgados Quinto y Único Penal del Circuito de Pereira y Dosquebradas, en su orden respectivamente.
COPIESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

LEONEL ROGELES MORENO



JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado









Secretario
� Folio 157


� Folio 159


� Folio 162


� Folios 164 y 165


� Constitución Política, Artículo 257, numeral 3º: “Dictar los reglamentos necesario para el eficaz funcionamiento de la administración de justicia, los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los distintos cargos y la regulación de los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los aspectos no previstos por el legislador”.
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